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Introducción: la necesidad de avanzar en inclusión 

El proyecto de ley en análisis busca favorecer la inclusión laboral de las personas en condición de 

espectro autista, objetivo que compartimos plenamente. Las personas con discapacidad 

históricamente han sido discriminadas y su realidad muchas veces se ha invisibilizado. A las 

personas con discapacidad no se les ha negado de forma explícita el ejercicio de sus derechos 

humanos, pero la realidad demuestra que muchos derechos básicos, tales como: educación, 

trabajo y salud, no son accesibles en igualdad de condiciones. 

Como señalan QUINN y DEGENER respecto a los valores que inspiran los derechos humanos, “el 

problema no son los valores propiamente dichos ni el sistema de libertades  fundamentales que 

postulan, sino el hecho de que o no se aplican o se aplican de modo distinto a las personas con 

discapacidad.”1 

El II Estudio Nacional de la Discapacidad confirma el bajo acceso a ciertos derechos para las 

personas con discapacidad. En materia de educación las personas sin discapacidad tienen un 

promedio de 11,6 años de estudio, muy superior a los 9,6 años de estudio de las personas con 

discapacidad leve a moderada y a los 7,1 años de estudio de las personas con discapacidad severa. 

En lo que respecta a la participación en el mercado laboral de las personas con discapacidad las 

cifras demuestran que tienen mayores dificultades para acceder a un trabajo. La tasa de 

participación laboral de la población sin discapacidad es del 69%, las personas con discapacidad 

leve a moderada tienen un 56% de participación y en el caso de la discapacidad severa desciende 

al 24,3%.2 

La igualdad de oportunidades nos plantea el desafío de crear estructuras que permitan la inclusión 

de la diversidad, entendida como “el acceso y la participación plena de las personas con 

discapacidad, independientemente de las limitaciones que puedan tener, en todos los ámbitos 
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sociales de la vida (educativo, laboral, político, económico, cultural) y en los entornos más 

normalizados posible.”3 

Análisis del proyecto de ley 

1. De la lectura del proyecto se identifica la necesidad de actualizar su contenido y 

compatibilizarlo con ley 21.015. Como consta en los antecedentes de la tramitación del 

proyecto de ley, este fue ingresado al Congreso el 9 de septiembre de 2015. En junio de 2017 

se publicó la ley 21.015 que incentiva la inclusión de personas con discapacidad al mundo 

laboral, cambio significativo en las materias que busca regular este proyecto de ley. 

 

a. Se modificó el inciso 3 de la ley 18.834, el cual ahora contempla: "Prohíbese todo acto 

de discriminación arbitraria que se traduzca en exclusiones o restricciones, tales como 

aquellas basadas en motivos de raza o etnia, situación socioeconómica, idioma, 

ideología u opinión política, discapacidad, religión o creencia, sindicación o 

participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, sexo, orientación sexual, 

identidad de género, estado civil, edad, filiación, apariencia personal o enfermedad, 

que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o trato en el 

empleo." 

Con esta modificación deja de ser necesaria la letra a) del proyecto. 

 

b. Perspectiva sistémica: solución al problema de la inclusión laboral debe ser 

consistente con el camino escogido en la ley 21.015. El reformado artículo 45 de la ley 

21.422 consagra la cuota de personas con discapacidad que deberá cumplir cada 

organismo público (incluyendo al Congreso Nacional, Poder Judicial, TC, entre otros.), 

complementando el antiguo sistema que sólo contemplaba una preferencia en caso 

de igualdad de condiciones de mérito. Consideramos que una norma como la 

propuesta debería ubicarse en esta ley, solucionando el problema que representa 

tener que modificar todas las normas que el proyecto enuncia. 

 

c. Consideramos que la norma debería estar orientada no solo al ámbito público, esa 

discusión se tuvo en la tramitación de la ley 21.015 y se resolvió abarcar tanto el 

ámbito público como el privado. 

 

2. Análisis de las propuestas centrales: más allá de la necesidad de actualizar el proyecto de ley 

debido a las modificaciones legales ocurridas con posterioridad a la fecha de presentación, nos 

referiremos a las dos propuestas principales para incentivar la inclusión de personas con 

discapacidad al mundo laboral, a saber (i) nulidad de actos discriminatorios; (ii) ponderación 

especial en concursos públicos. 
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a. Nulidad de los actos discriminatorios: el proyecto de ley contempla que “cualquier 

acción u omisión, que incumpla la prohibición de discriminación establecida en el 

inciso precedente, será nula y de ningún valor, y acarreará las sanciones 

administrativas y/o jurisdiccionales que correspondan”. 

 

Consideramos que esta norma no es necesaria, actualmente una persona que es 

discriminada en un concurso público está facultada para impugnar dicha decisión de 

acuerdo a la ley 18.834 sobre el estatuto administrativo y la ley 19.880 sobre 

procedimiento administrativo. Normalmente en los casos de discriminación el 

problema lo encontramos en la posibilidad de probar que efectivamente la no 

selección de la persona se produjo por una consideración discriminatoria vinculada a 

su discapacidad. Esto representa un desafío a analizar en relación con la transparencia 

de los procesos de selección y los argumentos en los que se sustenta la selección de 

personal. 

 

b. Ponderación especial en concursos públicos: el proyecto de ley señala “cuando se 

realice un llamado a concurso, se deberá incorporar en las respectivas bases, un factor 

o un subfactor que establezca una ponderación especial o un puntaje adicional que 

beneficie a los postulantes en condición del espectro autista…”. Si bien compartimos 

el horizonte e inspiración de una medida como esta, consideramos que presenta 

debilidades que es factible subsanar: 

 

i. Factor, subfactor que contemple ponderación especial o puntaje adicional: 

amplitud de la obligación puede significar que quede en la irrelevancia. (Ver 

ejemplo de concurso público). Más que un factor o puntajes adicionales, 

creemos que es necesario pensar en un sistema de concursos que permita 

evaluar a las personas con discapacidad con mayor flexibilidad atendido a las 

dificultades existentes para acceder a la educación formal (tanto escolar como 

superior) y al mundo laboral. Si un  concurso da mucho valor al título 

profesional y a la experiencia profesional puede en la práctica impedir la 

selección de una persona con discapacidad. Hacer accesible el empleo a todas 

las personas también implica adaptar la forma en que el Estado selecciona, 

para dar espacio a todos. 

 

ii. Realidad del empleo público: el proyecto de ley está pensado para los 

concursos públicos, los que operan en el caso de los trabajadores de planta. 

De acuerdo a las cifras disponibles “a junio de 2018, del total de 284.944 

personas trabajando en el gobierno central como parte de su dotación, 82.289 

corresponden a personal de planta (29%), 198.378 a personal a contrata (70%) 

y 4.277 a honorarios asimilables a grado (1%).”4   
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Atendido a esta realidad nos parece que el impacto de la medida tiene un 

universo disminuido dentro del empleo público, por lo que se hace necesario 

complementar con otras medidas. 

Propuestas de CDC 

En atención a lo que hemos señalado durante la presentación, consideramos que es necesario 

introducir modificaciones al proyecto, para que tenga mayor impacto y se complemente con la 

legislación que actualmente existe en la materia. Para ello proponemos avanzar en los siguientes 

aspectos: 

1. Ampliar destinatarios del proyecto: no nos cabe duda que actualmente las personas en 

condición de espectro autista tienen necesidades apremiantes en materia de inclusión. Sin 

embargo estas necesidades son compartidas con otros grupos y en general con el colectivo de 

personas con discapacidad intelectual. 

Nos parece que este proyecto es una buena oportunidad para incentivar el acceso al empleo 

de las personas que encuentran mayores dificultades para su inclusión, complementando lo 

avanzado por la ley 21.015. 

 

2. Incentivo a la contratación de personas con discapacidad intelectual o severa: en la línea de 

complementar lo avanzado por la ley de inclusión laboral, creemos que una medida que 

cumple con el objetivo de favorecer la inclusión de personas con discapacidad intelectual en 

armonía con el sistema de la ley 21.015 es la posibilidad de ponderar de forma diferente para 

efectos del cumplimiento de la cuota de reserva a las personas con discapacidad intelectual o 

discapacidad severa. 

 

Las cuotas de reserva pueden no incentivar la contratación de personas con discapacidades 

más severas, los empleadores buscan a trabajadores con discapacidad leve para completar la 

cuota exigida, por lo tanto resulta poco eficiente como mecanismo de inclusión para estos 

casos. 

 

Lo anterior es contrario al sistema que propiciamos, esto es, incentivar la inclusión de todas 

las personas con discapacidad. Para que la cuota de reserva cumpla con este objetivo se debe 

ajustar a esta realidad con mecanismos que corrijan el riesgo señalado. De acuerdo a la OIT, 

“el sistema de cuotas puede utilizarse para conceder incentivos adicionales a los empleadores 

con el fin de que contraten a esos trabajadores. Por ejemplo, puede establecerse que dar 

empleo a una persona con dificultades particulares equivaldrá a varios puestos dentro de la 

cuota.”5 
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Para implementar la alternativa que se propone es necesario determinar qué personas tienen 

mayores dificultades de inclusión laboral de forma objetiva en la ley. Para ello proponemos 

utilizar una fórmula similar a la establecida en el derecho español para determinar a los 

destinatarios del sistema de empleo con apoyo, estos son: 

- Las personas con parálisis cerebral, enfermedad mental o discapacidad intelectual con un 

grado igual o superior al 33% de discapacidad. 

- Las personas con discapacidad física o sensorial con un grado de discapacidad igual o 

superior al 65%. 

 

3. La medida que proponemos sería aplicable para el mercado laboral público y privado, 

recogiendo el criterio adoptado por la ley 21.015. 

Comentarios finales 

1. Brecha de género en materia de discapacidad: un aspecto que debe ser abordado dice relación 

con las brechas de género que se reproducen al interior del mundo de la discapacidad.  

La situación de las mujeres con discapacidad es aún más desfavorable que la de los hombres y así 

lo reconoce la ley Nº 20.422 al señalar que las mujeres con discapacidad se encuentran en una 

situación de especial vulnerabilidad (art. 9). La tasa de participación laboral de las mujeres da 

cuenta de este hecho, alcanzando sólo el 37,2%, en tanto la de los hombres con discapacidad es 

de 53,1% según los datos del II Estudio Nacional de la Discapacidad en Chile. 

“A nivel general, la tendencia de una menor participación laboral de mujeres se mantiene al 

interior del grupo poblacional que se encuentra en situación de discapacidad, respecto de aquellos 

que no se encuentran en dicha situación. La diferencia entre hombres y mujeres se mantiene para 

las personas sin situación de discapacidad y las personas en situación de discapacidad. Asimismo 

(…) las personas en situación de discapacidad dentro de los grupos de hombres y mujeres, también 

mantienen una participación laboral porcentual menor.”6 

Frente a esta realidad, un sistema de inclusión laboral debe favorecer el ingreso al mundo del 

trabajo de las mujeres con discapacidad, estableciendo mecanismos que ayuden a disminuir la 

brecha existente entre hombres y mujeres para acceder a un empleo. 

2. Horizonte: un sistema de inclusión laboral que involucre un conjunto de medidas armónicas y 

que atiendan la diversidad de desafíos existentes. 

Nuestro país necesita un sistema integrado y coherente que se haga cargo de las necesidades de 

las personas con discapacidad y que proporcione alternativas efectivas para su ingreso al mundo 

del trabajo. 

Esta es una tarea mayor, que requiere compromiso y convicción como país. A continuación 

enunciamos seis elementos que nos parecen imprescindibles para elaborar un sistema de inclusión 
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adecuado, los que son complementarios, de modo de efectivamente generen un sistema 

articulado y orientado a un mismo fin. 

i. Consagración constitucional de la igualdad de oportunidades para las personas con 

discapacidad, como un sistema de inclusión protegido.  

ii. Evaluar el impacto de la cuota de reserva establecida en la ley 21.015 para determinar si 

está cumpliendo su objetivo y si es necesario aumentarla. Incorporar en la cuota de 

reserva incentivos para la contratación de las personas que mayores dificultades de 

inclusión sufren. 

iii. Generar apoyos económicos a empresas y organizaciones que colaboren en tarea de la 

inclusión laboral mediante dos vías: subsidios para permitir la realización de los ajustes de 

mayor costo que se requieran y beneficios tributarios para las empresas que establezcan 

medidas de inclusión. 

iv. Crear un sistema de empleo con apoyo a lo largo del país que se haga cargo de apoyar a 

las personas con mayores dificultades para integrarse al mundo del trabajo implementado 

por las OMIL de las distintas comunas del país. 

v. Regular el empleo protegido, convirtiéndolo en un espacio laboral que sirva de puente 

hacia el empleo ordinario.  

vi. Incorporar al sistema la perspectiva de género, por estar las mujeres en una situación 

especial de vulnerabilidad.  

La interacción que pueden producir estos seis elementos permitirá que nuestro país responda 

de manera más adecuada a las necesidades de las personas con discapacidad. La sociedad 

debe incluir a todas las personas y no discriminarlas, se deben generar mecanismos concretos 

y trabajar activamente para cambiar nuestra visión, que tanto daño hace a quienes, por alguna 

razón, son diferentes. 


